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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN C



Radicado: 11001-03-15-000-2021-01847-00


Accionante: Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

CONSEJERO PONENTE: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Bogotá D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintiuno (2021).

Referencia: 
Acción de tutela.
Radicación:
11001-03-15-000-2021-01847-00.
Accionante:
Nación, Rama Judicial, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.
Accionados:
Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado.
AUTO ADMISORIO
Paola Joana Espinosa Jiménez, como apoderada de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial (DEAJ), presentó acción de tutela para deprecar el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa, a la contradicción y a la igualdad, que consideró fueron vulnerados por la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado, con ocasión de la sentencia de segunda instancia del 28 de agosto de 2020 proferida dentro del proceso de reparación directa que inició en su contra Yamil Antonio Bolívar Cervantes y algunos miembros de su núcleo familiar, con radicado núm. 25000-23-26-000-2011-00544-01 (50932).

En la referida providencia, la Subsección B de la Sección Tercera de esta Corporación revocó el fallo de primera instancia proferido el 13 de febrero de 2014 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y, en consecuencia, declaró a la Fiscalía General de la Nación y a la Rama Judicial administrativamente responsables por la privación injusta de la libertad de la que fue objeto el señor Bolívar Cervantes, condenó al pago de perjuicios morales y materiales y, además, en el numeral tercero ordenó
 que se ofrezcan disculpas a través de una misiva dirigida personalmente a la víctima y su familia
. 
Ahora bien, la DEAJ solicitó en el escrito de amparo de tutela, como medida provisional, que se ordenara la suspensión de la sentencia del 28 de agosto de 2020 o, en su defecto, del numeral tercero de dicha providencia, puesto que de quedar en firme tendría que darle cumplimiento, lo que haría ilusorio un posible fallo favorable a sus intereses. 
Para resolver la anterior petición en cuanto medida provisional, es necesario tener en cuenta que el Decreto 2591 de 1991 establece que el juez constitucional, cuando lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, “suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnera” y dicha suspensión puede ser ordenada de oficio o a petición de parte
. Así, las medidas provisionales buscan evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se convierta en violación o habiéndose constatado la existencia de una violación, esta se torne más gravosa.
En el sub lite, la DEAJ debió iniciar el trámite para dar cumplimiento de la orden proferida por la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado en el numeral tercero de parte resolutiva de la sentencia del 28 de agosto de 2020, de ofrecer disculpas por la privación injusta de la libertad de Yamil Antonio Bolívar Cervantes, dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de la sentencia del 28 de agosto de 2020, que quedó notificada y en firme el 17 y 22 de noviembre del mismo año. De manera que, en tanto que ese plazo ya se venció, y el reproche constitucional recae justamente sobre esa orden, una eventual sentencia de tutela favorable a las pretensiones resultaría inane.

Lo anterior, teniendo en cuenta que por la naturaleza de la obligación que se deriva de la orden contenida en la sentencia del 28 de agosto de 2020, su cumplimiento, esto es, el acto de pedir disculpas, llevaría a que, en el caso de que hubiera lugar al amparo de los derechos, este no podría concretarse en una orden por tratarse de una situación ya consumada.

En consecuencia, resulta necesario acceder a la solicitud de suspensión provisional de los efectos del numeral tercero de la sentencia del 28 de agosto de 2020 proferida por la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado dentro del proceso de reparación directa con radicado 25000-23-26-000-2011-00544-01, para evitar que la posible amenaza contra una garantía constitucional se convierta en vulneración y, en ese sentido, garantizar la efectividad del presente trámite constitucional. 

De otra parte, se observa que Paola Joana Espinosa Jiménez no aportó el poder conferido por la DEAJ para iniciar la presente acción, y no dio cumplimiento al artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 en el sentido de manifestar bajo la gravedad de juramento no se ha iniciado otra tutela por los mismos hechos y pretensiones que esta. 
Por lo anterior, se le solicitará a la abogada Espinosa Jiménez que aporte el poder debidamente conferido por la DEAJ para iniciar la presente diligencia, y que dé cumplimiento al artículo 37 ibídem. En todo caso, se admitirá la tutela para garantizar los derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia, y en la sentencia que corresponda emitir a la Sala se resolverá lo correspondiente a la legitimación en la causa. 
El Despacho, al encontrar reunidos los requisitos previstos en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991 y por ser competente para conocer de la presente acción de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política y 37 del decreto ibídem,
RESUELVE

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela interpuesta por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial en contra de la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado.
SEGUNDO: SOLICITAR a la Subsección C de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que, en el término de tres (3) días contados a partir del recibo de la notificación de la presente providencia, informe a este Despacho los nombres y direcciones de las personas que integraron las partes demandante y demandada y los terceros, dentro del proceso con radicado 25000-23-26-000-2011-00544-01.
TERCERO: VINCULAR a la presente acción, como terceros interesados, al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, a la Fiscalía General de la Nación, a Yamil Antonio Bolívar Cervantes y a todas las demás personas que fueron vinculadas dentro del proceso de reparación directa con radicado 25000-23-26-000-2011-00544-01, de acuerdo al informe que se expida en virtud de la orden contenida en el numeral segundo de esta providencia.
CUARTO: NOTIFICAR el presente auto a las partes y a los vinculados de la forma más expedita posible. Esta providencia deberá ser publicada en las páginas web del Consejo de Estado y de la Rama judicial.
La Secretaría General solamente devolverá el expediente al Despacho, una vez haya dado cumplimiento a la anterior orden.

QUINTO: COMUNICAR a las partes y a los vinculados que podrán presentar informes sobre los hechos en que se sustenta la presente acción, en el término de tres (3) días contados a partir del recibo de la notificación. Estos se considerarán rendidos bajo juramento (artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991).
SEXTO: TENER como pruebas los documentos aportados con el escrito de tutela.
SEPTIMO: SOLICITAR al Tribunal Administrativo del Bolívar que envíe con destino a la presente acción, en medio digital, el expediente de reparación directa con radicado núm. 25000-23-26-000-2011-00544-01, en el término de tres (3) días contados a partir del recibo de la notificación de la presente providencia.
OVTAVO: ACCEDER a la solicitud de medida provisional, en el sentido de suspender los efectos del numeral tercero de la sentencia proferida el 28 de agosto de 2020 por la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado dentro del expediente con radicado núm. 25000-23-26-000-2011-00544-01, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
NOVENO: SOLICITAR a la abogada Paola Joana Espinosa Jiménez que aporte poder debidamente conferido por la DEAJ para iniciar la presente acción de tutela, en el término de tres (3) días contados a partir del recibo de la notificación de esta providencia. 
DÉCIMO: SOLICITAR a la DEAJ que, en el término de tres (3) días contados a partir del recibo de la notificación de la presente providencia, dé cumplimiento a lo previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, en el sentido de manifestar bajo la gravedad de juramento que no ha iniciado otra acción de tutela por los mismos hechos y pretensiones a esta. 
DÉCIMO PRIMERO: SUSPENDER los términos de la presente acción constitucional hasta tanto se dé cumplimiento a las órdenes impartidas en esta providencia y el expediente regrese al Despacho desde la Secretaría General.

Notifíquese y Cúmplase,
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado
� “TERCERO: A título de reparación no pecuniaria de los derechos al buen nombre y dignidad humana, la NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y NACIÓN-RAMA JUDICIAL, a través de una misiva personal dirigida al señor Yamil Antonio Bolívar Cervantes, y su familia le ofrecerá disculpas por la detención injusta de la que fueron objeto. Dichas entidades deberán coordinar con el aquí demandante si es suficiente con que el documento le sea entregado personalmente a él o si, además, debe publicarse en las plataformas de comunicación y difusión de la entidad”.


� El fallo del 23 de abril de 2020 quedó notificado el 17 de noviembre del mismo año, conforme pudo ser constatado en la página web de la Rama Judicial sobre consulta de procesos judiciales.


� Artículo 7º del Decreto 2591 de 1991. 
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